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La crisis económica que hemos vivido recientemente y que sólo ahora pare-
ce empezar a disiparse ha tenido unas consecuencias terribles para las finanzas pú-
blicas: los ingresos tributarios se desplomaron y, sin embargo, los gastos públicos 
se mantuvieron inercialmente, creándose de este modo un déficit continuado en el 
tiempo que amenazaba la sostenibilidad del sistema.

Ante tales circunstancias, y habida cuenta no solo de la nocividad económica de 
un déficit creciente sino, además, de las limitaciones jurídicas de la Unión Europea 
en dicho ámbito, el poder político tenía dos opciones: recortar el gasto público, con 
las dolorosas implicaciones sociales que ello conlleva o, por otro lado, aumentar los 
ingresos públicos, con el riesgo electoral asociado a tales medidas; o bien realizar 
ambas operaciones simultáneamente.

Ciertamente, en el caso de decidirse aumentar los ingresos públicos, la medida 
puede adoptar perfiles diversos: bien esperar un incremento de la recaudación man-
teniendo el nivel tributario (lo cual sólo acontece en épocas de expansión económi-
ca), o bien elevar los tipos efectivos –incrementado tipos nominales o reduciendo 
beneficios fiscales– de las distintas figuras impositivas de nuestro Estado (IRPF, Im-
puesto sobre Sociedades, IVA, impuestos especiales, etc.).

Como es sabido, todas las medidas antes referidas (recorte del gasto público y 
aumento de impuestos) se han adoptado en los años pasados con el objeto de sos-
tener las finanzas públicas en España. Sin embargo, también se ha propuesto por 
algunos sectores políticos la instauración de ciertos “copagos” en relación con los 
servicios públicos provistos a la ciudadanía, lo cual ha sido avalado por recientes 
informes de expertos nacionales (Informe Lagares de 2014) e internacionales (Fon-
do Monetario Internacional en 2015). Se trata, en definitiva, de la posibilidad de 
requerir un determinado monto a quien use un servicio público (Sanidad, Servicios 
Sociales, Administración de Justicia, etc.) con un doble objetivo:

•	 en primer lugar, contribuir a sufragar el coste del servicio público provisto; 
ello tiene su fundamento último en el principio económico de “equivalen-
cia”, en virtud del cual quien obtiene un beneficio de un ente público puede 
ser llamado a financiarlo, siquiera en parte, mientras que el resto del coste 
no financiado por el usuario iría a cargo de los presupuestos generales de la 
entidad pública que provee tal servicio, esto es y por lo general, con cargo a 
los impuestos satisfechos por la ciudadanía.

•	 en segundo lugar, y a fin de evitar una idea de gratuidad total del servicio 
público que idealmente pudiera conllevar una sobredemanda del mismo, se 

Anuario Facultad de Derecho - Universidad de Alcalá X (2017) 372-374 
ISSN: 1888-3214



Anuario Facultad de Derecho - Universidad de Alcalá X (2017) 363-366 
ISSN: 1888-3214

Anuario Facultad de Derecho - Universidad de Alcalá X (2017) 363-366 
ISSN: 1888-3214

Recensiones	 373

invoca el poder del “copago” para servir de “tique moderador” que, al co-
municar la idea de coste del servicio a la ciudadanía, racionalice al mismo 
tiempo su demanda.

Los argumentos antes mencionados –enarbolados recurrentemente por los parti-
darios de la instauración de “copagos”– provienen de postulados de la Hacienda Pú-
blica como disciplina económica. Sin embargo, ha existido un relativo vacío en tor-
no a la reflexión sobre la conveniencia o posibilidad de aprobar contribuciones para 
los usuarios de servicios públicos: en definitiva en no pocos casos se echa en falta 
una mirada jurídica del fenómeno desde la perspectiva que brindan los principios re-
cogidos en nuestra Constitución. Ello es así porque no toda política económicamente 
posible es constitucionalmente admisible; y ello lo atestiguan –por poner un ejem-
plo– las declaraciones de inconstitucionalidad que afectaron a determinados tributos 
conocidos como “euro por receta”, aprobados en el pasado por las Comunidades 
Autónomas de Cataluña y Madrid. Pues bien, a colmar la mencionada laguna, y en 
la línea ya iniciada por algunos meritorios trabajos científicos, se inscribe la mono-
grafía del Profesor Albert Navarro García ahora comentada, la cual proporciona una 
adecuada visión desde el particular enfoque del Derecho Financiero y Tributario.

Una de las cuestiones esenciales del libro recensionado consiste en una re-
flexión serena sobre la naturaleza del denominado “copago”. En definitiva, podría 
preguntarse si las aportaciones de los destinatarios de los servicios públicos pueden 
conceptuarse como “tasas”, “precios públicos”, “precios privados” o bien, de forma 
genérica, “prestaciones patrimoniales de carácter público”. La cuestión no es baladí 
pues, más allá de un prurito académico, tiene una importancia crucial: en función de 
la clasificación adoptada regirán unos u otros principios constitucionales. 

El debate, ciertamente, no es nuevo. Ya en 1953 el Profesor García de Enterría 
se refería a ello en medio de una corriente neoliberalista que propiciaba igualar las 
“tarifas” de servicios públicos de transporte al coste de los mismos, en pro de un 
supuesto saneamiento y equilibrio de las finanzas públicas e imbuidos por una justi-
ficación cuasi empresarial de la Administración (el usuario de un servicio debe pagar 
al menos su coste). Pues bien, el egregio Profesor levantó ya entonces su autorizada 
voz para defender que tales exacciones no eran meros precios sino tasas (esto es, 
tributos o exacciones dotadas de un grado de coactividad) y, por ende, imbuidos por 
los principios materiales que informan tales tributos, de manera que tales políticas 
públicas debían pasar por un matiz que no se estaba considerando entonces. Otros 
autores, como el Profesor Barquero Estevan (2002), han denunciado los peligros de 
un “Estado de tasas” en relación con la consolidación de nuestro Estado Social, habi-
da cuenta de la probable exclusión que provoca en algunos sectores desfavorecidos; 
asimismo se ha advertido por la doctrina de las tentaciones de todo ente público a 
sustraerse de los principios constitucionalmente exigidos para las tasas, pretendien-
do adscribir los ingresos públicos aprobados en otro tipo de figuras que les requie-
ren menos exigencias jurídicas, como ha plasmado –entre otros– la Profesora Ruiz 
Garijo (2002) en lo que se ha venido entendiendo como una “huida del Derecho 
Público”, llevada a cabo por las distintas Administraciones en búsqueda de ámbitos 
jurídicos menos exigentes y, al tiempo, menos garantistas para la ciudadanía.
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Albert Navarro centra adecuadamente la cuestión considerando, con revisión 
minuciosa de la jurisprudencia constitucional y de la doctrina más autorizada, que 
la mayoría de los “copagos” fijados por las distintas Administraciones tienen una 
naturaleza tributaria (son tasas) al afectar servicios esenciales. Y más allá de ello, se 
refiere a las consecuencias que tal categorización conlleva: observancia del principio 
de reserva de ley en materia tributaria e inspiración en el principio de capacidad eco-
nómica (ambos recogidos en el art. 31 de nuestra Carta Magna).

De hecho, el autor realiza un detallado análisis jurídico de los “copagos” ya 
aprobados o de posible aprobación en los sectores más relevantes de nuestro Estado, 
cuales son el Sistema Público de Seguridad Social, la Sanidad, la Educación, los Ser-
vicios Sociales, el Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, las prestacio-
nes farmacéuticas o la Administración de Justicia (examinando las tasas aprobadas 
tanto a nivel estatal como autonómico, así como las correspondientes sentencias del 
Tribunal Constitucional emitidas al respecto), con interesantes referencias de Dere-
cho comparado en relación con los tiques moderadores de los sistemas sanitarios de 
diversos países europeos.

Es destacable que, como señala el Prof. Navarro, en ocasiones el problema de-
rivado del establecimiento de tasas autonómicas en relación con determinados ser-
vicios no es tanto el respeto a los principios tributarios contenidos en el art. 31 de la 
Constitución española como el respeto a las competencias estatales a que se refiere el 
art. 149 de nuestra Carta Magna; o bien la violación de los preceptos recogidos en el 
catálogo de derechos fundamentales previstos –con mayores o menores garantías– en 
la Norma Suprema de nuestro ordenamiento y en otros textos internacionales como 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos o la Carta de Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea (derecho a la vida, a la tutela judicial efectiva, a la educación, a 
la salud, etc.). Es más, tales derechos fundamentales deben entenderse, de una u otra 
forma, reflejados y contenidos en la alocución “sistema tributario justo” a que alude 
el tantas veces citado art. 31 de la Constitución española. Ello es así porque no puede 
entenderse que un “sistema tributario justo” en el que “[t]odos contribuirán al soste-
nimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica” deje fuera 
de la protección social que contempla nuestra Carta Magna y otros textos suprana-
cionales a determinados sectores de la población por, meramente, no poder pagar las 
tasas requeridas para el acceso a servicios públicos considerados como esenciales.

En suma, se trata de una obra imprescindible para quien quiera realizar un aná-
lisis adecuado de las políticas públicas en lo que respecta a la provisión de servicios 
a la ciudadanía y su financiación, ya sea desde el ámbito público (atendiendo a los 
intereses de la Administración) o privado (en defensa de los particulares), en cuanto 
que comporta una visión jurídico-constitucional de las posibilidades y límites res-
pecto a la fijación de “copagos” en distintos ámbitos esenciales de los referidos ser-
vicios públicos y en los diferentes niveles territoriales del Estado.
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